PROYECTO DE LEY


El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de 

LEY

Artículo 1: Modificase el inc. h) del Artículo 35 de la Ley Nº 13.298, el que quedara redactado de la siguiente manera: 

Articulo 35: Comprobada la amenaza o violación de derechos podrán adoptarse, entre otras, las siguientes medidas:

a) Apoyo para que los niños permanezcan conviviendo con su grupo familiar.

b) Solicitud de becas de estudio o para guardería y/o inclusión en programas de alfabetización o apoyo escolar.

c) Asistencia integral a la embarazada.

d) Inclusión del niño y la familia en programas de asistencia familiar.

e) Cuidado del niño en el propio hogar, orientando y apoyando a los padres, representantes o responsables en el cumplimiento de sus obligaciones, conjuntamente con el seguimiento temporal de la familia y del niño a través de un programa.

f) Tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico del niño o de alguno de sus padres, responsables o representantes.

g) Asistencia económica.
h) Con carácter excepcional y provisional, se podrá disponer la permanencia temporal en ámbitos familiares alternativos o entidades de atención social y/o de salud, con comunicación de lo resuelto, dentro de las veinticuatro (24) horas, al Asesor de Incapaces y al Juez de Familia competente. El Juez de Familia, con citación y audiencia de los representantes legales, deberá expedirse sobre la juridicidad de la medida, dentro de las 48 horas contadas a partir de la celebración de la audiencia o desde que la misma hubiese tenido lugar en caso de que haya fracasado. 

La observancia de la notificación es considerada deber del funcionario público a cargo. Su incumplimiento traerá aparejadas las sanciones disciplinarias y penales correspondientes.
Artículo 2: Modificase el Artículo 38 de la Ley Nº 13.298, el que quedara redactado de la siguiente manera: 

Artículo 38: Una vez que el Servicio de Promoción y Protección de Derechos tome conocimiento de la petición, deberá citar al niño y familiares, responsables y/o allegados involucrados a una audiencia con el equipo técnico del Servicio.

En dicha audiencia se debe poner en conocimiento de los mismos la petición efectuada, la forma de funcionamiento del Sistema de Protección y Promoción de Derechos, los programas existentes para solucionar la petición y su forma de ejecución, las consecuencias esperadas, los derechos de los que goza el niño, el plan de seguimiento y el carácter consensuado de la decisión que se adopte. 

Artículo 3: Se encomienda al Poder Ejecutivo la adecuación de las normas reglamentarias de la Ley N° 13.298, en función a la modificación propuesta en el art. 1 de la presente ley
Artículo 4: De forma.

FUNDAMENTOS


Mediante este proyecto de ley se propone la modificación  del inc. h del art. 35 de la Ley 13.298, de Promoción y Protección Integral de los Derechos de los Niños.


En ese contexto, la actual redacción del artículo mencionado es la siguiente:


ARTICULO 35.- Comprobada la amenaza o violación de derechos podrán adoptarse, entre otras, las siguientes medidas:

a) Apoyo para que los niños permanezcan conviviendo con su grupo familiar.

b)  Solicitud de becas de estudio o para guardería y/o inclusión en programas de alfabetización o apoyo escolar.

c)  Asistencia integral a la embarazada.

d)  Inclusión del niño y la familia en programas de asistencia familiar.

e)  Cuidado del niño en el propio hogar, orientando y apoyando a los padres, representantes o responsables en el cumplimiento de sus obligaciones, conjuntamente con el seguimiento temporal de la familia y del niño a través de un programa.

f)  Tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico del niño o de alguno de sus padres, responsables o representantes.

g) Asistencia económica.

h)  (Texto según Ley 13634) Con carácter excepcional y provisional la permanencia temporal en ámbitos familiares alternativos o entidades de atención social y/o de salud, con comunicación de lo resuelto, dentro de las veinticuatro (24) horas, al Asesor de Incapaces y al Juez de Familia competente. El Juez de Familia, con citación y audiencia de los representantes legales, deberá resolver la legalidad de la medida en el plazo de setenta y dos (72) horas. 


La observancia de la notificación es considerada deber del funcionario público a cargo. Su incumplimiento traerá aparejadas las sanciones disciplinarias y penales correspondientes.


Lo subrayado se encuentra observado por el Decreto de Promulgación nº 44/07 de la Ley 13.634.


De la norma transcripta se advierte  que la reforma planteada en relación a las denominadas “medidas excepcionales”  previstas en el art. 35 inc. h)  resulta fundamental, dado que permitiría al poder judicial pronunciarse no solo sobre la legalidad de la medida adoptada por la autoridad administrativa competente, sino también sobre la juridicidad de la misma.
En este sentido, se plantea la necesidad reformar la norma citada, dado que para ejercer un verdadero control en relación a la medida adoptada, el juez no solo tiene que verificar que la medida guarde relación con el texto normativo –Ley 13.298 y complementarias, sino también con la totalidad del ordenamiento jurídico. Es por ello que se plantea la sustitución del control  de “legalidad” por el de “juridicidad”.

En el sistema actual, se veda al juez efectuar, incluso, el control de legalidad de las medidas adoptadas.

Con la reforma que se pretende se estaría convalidando una corriente práctica judicial, puesto que los magistrados efectúan el tipo de control que con esta reforma estamos propiciando. 
Resulta indudable que, la adopción de una medida de protección de derechos, como cualquier acto administrativo, está sujeta a revisión judicial ulterior (conforme  arts 108 y 109 de la CN.) Debe recordarse que cuando la administración ejerce su función administradora, para que ésta sea constitucionalmente válida, ha de existir un control judicial suficiente que abarque la revisión del derecho, los hechos y la prueba. 
Sin duda, la naturaleza del "control" que ha de efectuar el Juez deberá interpretarse a la luz de la letra e ideología de la Convención de los Derechos del Niño, que prevé la separación del niño de sus padres "a reserva de revisión judicial" (art. 9) y cuando sea "necesaria en el interés del niño". 

Se advierte que la Convención no prevé un simple "control" sino una "revisión" de lo actuado, en consonancia con lo aquí proyectado, previa valoración del interés superior en el caso concreto. Con lo cual lo que se exige a la luz del citado instrumento resulta mayor que un simple "control" de legalidad.

Es en función de las razones expuestas, que se propone mediante esta reforma un sistema por el cual se permita al poder judicial contar con los elementos que le permitan efectuar una verdadera revisión de lo actuado por la autoridad administrativa en materia de protección de derechos.
En relación a la segunda modificación propuesta, se expresa que la misma responde a una mera cuestión gramatical.

Por lo expuesto, solicito a los Señores Diputados Provinciales que me acompañen en la sanción del presente Proyecto de Ley. 

